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                                                                                                           Concepto No. 5614

Bogotá, D.C., 6 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 26 (parcial), 27 (parcial), 37 y 38 de la Ley 44 de 1993, “por la cual se modifica y adiciona la Ley 23 de 1982 y se modifica la Ley 29 de 1944”.
Demandante: JORGE ALONSO GARRIDO ABAD.

Magistrado Sustanciador: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO
Expediente No. D-9677
Concepto No. 5614
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano JORGE ALONSO GARRIDO ABAD, contra los artículos 26 (parcial), 27 (parcial), 37 y 38 de la Ley 44 de 1993, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.

LEY 44 DE 1993

(febrero 5)

por la cual se modifica y adiciona la Ley 23 de 1982 y se modifica la Ley 29 de 1944.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 26º.-Las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos deben ajustarse en el ejercicio y cumplimiento de sus funciones y atribuciones a las normas de este Capítulo, hallándose sometidas a la inspección y vigilancia de la Dirección Nacional del Derecho de Autor.
Artículo 27º.-Con el objeto de garantizar el debido recaudo de las remuneraciones provenientes de la ejecución pública de las obras musicales y de la comunicación al público de los fonogramas, las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, podrán constituir una entidad recaudadora en la que tendrán asiento todas las sociedades con idéntico objeto que sean reconocidas por la Dirección Nacional de Derechos de Autor. El Gobierno Nacional determinará la forma y condiciones de su constitución, organización, administración y funcionamiento y ejercerá sobre ella inspección y vigilancia. 

(…)


Artículo 37º.- La Dirección Nacional del Derecho de Autor, en ejercicio de la facultad de inspección y vigilancia otorgada por esta Ley, podrá adelantar investigaciones a las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, examinar sus libros, sellos, documentos y pedir las informaciones que considere pertinentes con el fin de verificar el cumplimiento de las normas legales y estatutarias. Efectuada una investigación, la Dirección Nacional del Derecho de Autor dará traslado a la sociedad de los cargos a que haya lugar para que se formulen las aclaraciones y descargos del caso y se aporten las pruebas que le respaldan.
Parágrafo.-El Gobierno Nacional reglamentará el procedimiento y los términos a que estará sujeta la investigación.
 (…)

Artículo 38º.- La Dirección Nacional del Derecho de Autor una vez comprobada la infracción a las normas legales y estatutarias podrá imponer, mediante resolución motivada cualquiera de las siguientes sanciones:
a. Amonestar por escrito a la sociedad; 

b. Imponer multas hasta cincuenta (50) salarios mínimos mensuales, teniendo en cuenta la capacidad económica de la sociedad; 

c. Suspender la personería jurídica hasta por un término de seis (6) meses, y 

d. Cancelar la personería jurídica. 

1.
Planteamientos de la demanda

En opinión del demandante, las disposiciones acusadas vulneran los artículos 150.8 y 333 de la Carta Política, por las razones que a continuación se señalan.
En primer lugar, el demandante considera que el Legislador desconoció el artículo 150.8 de la Constitución al otorgarle al Ejecutivo funciones de inspección y vigilancia que no le fueron asignadas por el artículo 189 superior. En su sentir, la actividad de las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos no está sometida a la inspección y vigilancia del Estado, según lo dispuesto en los numerales 21, 22, 24, 25 y 26 del artículo 189 de la Carta.

Así mismo, el impugnante estima que el sometimiento de la actividad de dichas sociedades a la inspección y vigilancia del Estado restringe la libertad económica de las mismas, lo cual desconoce el artículo 333 de la Constitución.
2.
Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar si las normas demandadas, al someter a las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos a la inspección y vigilancia de la Dirección Nacional del Derecho de Autor, desconocen el artículo 150.8 de la Carta Política, según el cual corresponde al Congreso expedir las normas a las cuales debe sujetarse el Gobierno para el ejercicio de las funciones de inspección y vigilancia que le señala la Constitución, y si vulneran la libertad económica de tales sociedades (art. 333 C.P.). 
Sobre el particular el Procurador General de la Nación ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad
La fuerza de los cargos presentados por el actor radica en que el Legislador, a través de las disposiciones acusadas, facultó a la Dirección General del Derecho de autor para ejercer la función de control y vigilancia sobre las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, lo cual a su juicio vulnera los artículos 150.8 y 333 de la Carta Política.
Para resolver el problema jurídico planteado es preciso recordar que el artículo 10 de la Ley 44 de 1993 dispone que “los titulares de derechos de autor y derechos conexos podrán formar sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, sin ánimo de lucro con personería jurídica, para la defensa de sus intereses conforme a las disposiciones establecidas en la Ley 23 de 1982 y en la presente Ley”.  
Por su parte, el artículo 13 ibídem, señala las atribuciones de tales sociedades, así:

1.  Representar a sus socios ante las autoridades jurisdiccionales y administrativas en todos los asuntos de interés general y particular para los mismos. 

Ante las autoridades jurisdiccionales los socios podrán coadyuvar personalmente con los representantes de su asociación, en las gestiones que éstos lleven a cabo y que los afecten. 

2. Negociar con los usuarios las condiciones de las autorizaciones para la realización de actos comprendidos en los derechos que administran y la remuneración correspondiente, y otorgar esas autorizaciones, en los términos de los mandatos que estos le confieran y sin desconocer las limitaciones impuestas por la ley. 

3. Negociar con terceros el importe de la contraprestación equitativa que corresponde cuando éstos ejercen el recaudo del derecho a tales contraprestaciones. 

4. Recaudar y distribuir a sus socios, las remuneraciones provenientes de los derechos que le correspondan. Para el ejercicio de esta atribución las asociaciones serán consideradas como mandatarias de sus asociados por el simple acto de afiliación a las mismas. 

5. Contratar o convenir, en representación de sus socios, respecto de los asuntos de interés general o particular. 

6. Celebrar convenios con las sociedades de gestión colectiva extranjeras de la misma actividad o gestión. 

7. Representar en el país a las sociedades extranjeras con quienes tengan contrato de representación ante las autoridades jurisdiccionales y administrativas en todos los asuntos de interés general y particular de sus miembros, con facultad de estar en juicio en su nombre. 

8. Velar por la salvaguardia de la tradición intelectual y artística nacional. 

9. Las demás que la ley y los estatutos autoricen. 
Es decir, son las sociedades de gestión colectiva las que administran los derechos económicos de los autores y, en desarrollo de tal función, recaudan y distribuyen a sus socios las remuneraciones provenientes de los derechos que le correspondan, lo cual permite afirmar que las mismas tienen un contenido patrimonial y, por lo tanto, su funcionamiento debe estar sometido al control del Estado, como director general de la economía, a la luz de lo dispuesto en el artículo 334 de la Carta Política, sin que ello implique, como lo afirma el demandante, limitación alguna a la libertad económica de las mismas (art. 333 C.P.).
Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-792-02 manifestó lo siguiente:

Queda así determinado que la función de las sociedades de gestión colectiva está referida a la administración de derechos, entre ellos los económicos, en cabeza de los autores u otros titulares.  En este sentido, tal y como lo había expresado esta Corte en un pronunciamiento anterior, dichas sociedades tienen un contenido esencialmente patrimonial en la medida que gestionan el recaudo de la remuneración derivada de los derechos de los autores y demás titulares, distribuyéndola entre sus asociados…De esta forma se concluye que al tener las sociedades de gestión colectiva contenido patrimonial y al superar su funcionamiento los principios del derecho genérico de asociación (Art. 38 C.P.), se inscriben dentro de la regulación contenida en la Constitución económica, por lo que son sujetos pasivos de la intervención del Estado en su funcionamiento, en ejercicio de su facultad de dirección de la economía. 
Por otra parte, el Tribunal Constitucional ha considerado que las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos son particulares que cumplen una función administrativa en desarrollo del principio de descentralización por colaboración, cuando en virtud de lo dispuesto en el artículo 47 del Decreto 19 de 2012 y a través de la ventanilla única para la obtención unificada de las licencias y el pago integrado de los derechos de autor y conexos, expiden los certificados de autorización de ejecución y de pago del recaudo de derechos de autor sobre las obras musicales difundidas en establecimientos abiertos al público. Así las cosas, dicho trámite administrativo, aunque adelantado por particulares, no puede escapar a la función de inspección y vigilancia del Estado, más aún si se tiene en cuenta que en aras de la protección de la propiedad intelectual el recaudo de los derechos de autor trasciende la órbita privada para convertirse en un asunto de interés público.
Sobre este punto, la Corte en la sentencia C-784 de 2012 manifestó lo siguiente:
Así mismo, si bien los derechos que se negocian en el recaudo de derechos de autor son por lo general de contenido patrimonial privado, se trata de una actividad intensamente regulada por la ley en virtud del interés público que protegen y de la potestad de intervención del Estado en la economía. Así lo previó la Ley 232 de 1995 “Por medio de la cual se dictan normas para el funcionamiento de los establecimientos comerciales", que se ocupa de garantizar el cumplimiento de las normas sobre derechos de autor y conexos en establecimientos abiertos al público. En el literal c) de su artículo 2 establece las siguientes obligaciones que deben cumplir dichos establecimientos en materia de derechos de autor:

c) Para aquellos establecimientos donde se ejecuten públicamente obras musicales causante de pago por derechos de autor, se les exigirá los comprobantes de pago expedidos por la autoridad legalmente reconocida, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 23 de 1982 y demás normas complementarias.
Con base en esta disposición todo establecimiento abierto al público que ejecute públicamente obras musicales, fonogramas, interpretaciones o ejecuciones artísticas esta obligado a pagar los derechos de autor. Los artículos 3 y 4 de la Ley 232 de 1995 establecen las sanciones y el procedimiento policivo para garantizar el cumplimiento de este requisito.
 Es cierto que la expedición de este comprobante la hacen tanto las asociaciones de gestión colectiva, como los titulares de los derechos de autor. No obstante, el hecho de que este trámite sea realizado por particulares no desdibuja el hecho de que se trata de un procedimiento de índole administrativa, adelantado por particulares, en desarrollo del principio de descentralización por colaboración. 

El carácter administrativo de esta función se deriva de la naturaleza de los derechos de autor, de su protección constitucional en el artículo 61 de la Carta y del procedimiento policivo previsto en la Ley 232 de 1995 para asegurar que los establecimientos de comercio den pleno cumplimiento al deber de protección de la propiedad intelectual. Si bien es cierto que el recaudo de los derechos de autor por la ejecución de obras musicales, fonogramas, interpretaciones o ejecuciones artísticas en establecimientos abiertos al público recae sobre recursos de carácter privado, la función administrativa que realizan los particulares en virtud de la figura de la descentralización por colaboración, se refiere a una función de carácter público: la expedición de los certificados mediante la cual los establecimientos comerciales acreditan el cumplimiento de dos requisitos para su funcionamiento: (i) que están autorizados para ejecutar públicamente tales obras y (ii) que han pagado los derechos de autor respectivos. El ejercicio de esta función fue autorizada por las Leyes 23 de 1982, 44 de 1993 y 232 de 1995.

(…)

Dado la importancia constitucional de la protección de la propiedad intelectual, esta Corporación ha reconocido que el recaudo de los derechos de autor trasciende la órbita privada para convertirse en un asunto de interés público:

Aunque el legislador goza de competencia para establecer las modalidades del amparo de los indicados derechos, lo que no puede esquivar es la responsabilidad que la Constitución le ha confiado en la búsqueda de instrumentos aptos para obtener que en la práctica los autores no sean víctimas de imposiciones arbitrarias o abusivas por parte de quienes ejecutan, representan, exhiben, usan o explotan sus obras, para desconocer lo que constitucionalmente se les debe por tales conceptos. 
Por otra parte, tal como lo ha manifestado el Ministerio Público en otras oportunidades, la protección estatal de los derechos de autor va más allá de los derechos patrimoniales y morales de los mismos, pues a través de ellos se protege también a la cultura, lo cual resulta compatible con la preservación del patrimonio cultural como fin constitucional del Estado y con el apoyo y estímulo de que deben ser objeto las personas, comunidades e instituciones que desarrollen expresiones artísticas o culturales (art. 70 C.P.).  
Además, no hay duda sobre la necesidad de que el Estado ejerza la función de control y vigilancia sobre estas sociedades que tienen a cargo la defensa y protección de los derechos económicos de los autores, pues para nadie es un secreto que las mismas han sido objeto de cuestionamientos por parte de la Dirección General del Derecho de Autor, como consecuencia del incumplimiento de sus funciones, situación que afecta de manera especial a los titulares de tales derechos.

Son suficientes las anteriores consideraciones para concluir que los cargos formulados contra las normas acusadas no prosperan.

5. Conclusión
En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLES, por los aspectos aquí analizados, las expresiones “hallándose sometidas a la inspección y vigilancia de la Dirección Nacional del Derecho de Autor”, contenida en el artículo 26 de la Ley 44 de 1993, “y funcionamiento y ejercerá sobre ella inspección y vigilancia”, consagrada en el artículo 27 ibídem, así como los artículos  37 y 38 de la misma ley.
Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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